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RESUMEN: El presente trabajo tiene como objetivo principal mostrar los argumentos en favor de la constitucionalidad del art. 58 de la Constitución de la Provincia de Córdoba y sus normas reglamentarias a la luz de los compromisos internacionalmente asumidos por el Estado Argentino. En primer lugar,  se analizará la normativa vigente en los ámbitos local, nacional e internacional y el contenido de la misma. Seguidamente, se detallarán las sentencias más importantes en la materia del Tribunal Superior de Justicia de la Provincia de Córdoba y de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, así como se analizarán los argumentos de mayor relevancia allí vertidos. Todo ello a la luz de las opiniones vertidas por la doctrina de referencia en la materia analizada y los documentos emanados del Comité DESC.



LA INEMBARGABILIDAD DE LA VIVIENDA ÚNICA. UNA LECTURA DESDE LOS DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES.

1. ANTECEDENTES NORMATIVOS
	La Constitución de la Provincia de Córdoba, reformada en 1987, en el primer párrafo del art. 58 consagra:
“Todos los habitantes tienen derecho a disfrutar de una vivienda  digna, la que, junto a los servicios con ella conexos y la tierra necesaria para  su asentamiento, tiene un valor social fundamental. La vivienda única es  inembargable, en las condiciones que fija la ley.  …”.
La ley N° 8067 reglamentó este artículo, fijando un régimen sencillo para las viviendas únicas asiento del grupo familiar. 
El artículo 14 bis de la Constitución Nacional (incorporado en 1957)[footnoteRef:1], consagra los llamados derechos de segunda generación[footnoteRef:2] o económicos y sociales. Su último párrafo reza:  [1:  El  art. 14 bis ha sido objeto de numerosos cuestionamientos en cuanto a su vigencia, por originarse en una reforma impulsada por un gobierno de facto. No obstante, sostiene María Angélica Gelli, la ilegitimidad de origen de la declaración de los derechos sociales contenidas por el art. 14 bis se purgó con el proceso de reforma constitucional de 1994. Ver: GELLI, MARÍA ANGÉLICA (2008), Ob. Cit., pp. 195-196.]  [2:  Sobre la controversia en torno a las generaciones de derechos, ver ROSSETTI, ANDRÉS “¿Los derechos sociales como derechos “de segunda”? Sobre las generaciones de derechos y las diferencias con los derechos “de primera”, en Lecturas sobre los derechos sociales, la igualdad y la justicia, Ed. Advocatus, Córdoba, 2010, p. 83-102.] 

“…El Estado otorgará los beneficios de la seguridad social, que tendrá carácter de integral e irrenunciable. En especial, la ley establecerá: … la protección integral de la familia; la defensa del bien de familia; la compensación económica familiar y el acceso a una vivienda digna.” [footnoteRef:3] [3:  Sebastián Tedeschi señala que ninguna de estas regulaciones ha considerado al derecho a la vivienda como un derecho subjetivo; la manda de una ley general está aún pendiente. Ver, TEDESCHI, SEBASTIÁN (2007), Ob. Cit., p. 756.
] 

	La ley especial nunca fue dictada aunque sí se han aprobado normas que prevén la implementación de políticas públicas específicas[footnoteRef:4]. Por su parte, la Ley N° 14.394[footnoteRef:5] regula el régimen del bien de familia. [4:  A modo de ejemplo, la Ley 21.581 (FONAVI), Programa Arraigo, PROMEBA.]  [5:  Sancionada en 1954.
] 

Esta disposición constitucional debe ser interpretada conjuntamente con el art. 75 inc 19, conocido como cláusula de progreso, y el art. 75 inc. 22 que otorgó jerarquía constitucional a varios tratados y convenciones internacionales. 
2. MARCO  INTERNACIONAL
El derecho a la vivienda se encuentra consagrado de manera expresa en por lo menos 12 textos aprobados por la Naciones Unidas[footnoteRef:6].  [6:  GARCÍA AÑÓN, JOSÉ Y AÑÓN ROIG, MARÍA JOSÉ, 2004, Lecciones de derechos sociales, Valencia, Tirant Lo Blanch. A modo de ejemplo se pueden citar: 
	-Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 17: “Nadie será objeto de injerencias ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia…”
	-Convención para la Eliminación de Todas las formas de Discriminación Racial, art. 5.e.iii: “…los Estados Partes se comprometen a prohibir y eliminar las discriminación racial en todas sus formas y garantizar el derecho de toda persona a la igualdad ante la ley, sin distinción de raza, color y origen nacional o étnico, particularmente en el goce de los derechos siguientes: …e) los derechos económicos, sociales y culturales, en particular…iii) el derecho a la vivienda.”
	-Convención para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, art. 14.2.h: (…) “Gozar de condiciones de vida adecuadas, particularmente en las esferas de la vivienda, los servicios sanitarios, la electricidad, el abastecimiento de agua, el transporte y las comunicaciones”.
	-Convención de los Derechos del Niño, art. 27.3: “Los Estados Partes…adoptarán medidas apropiadas para ayudar a los padres y a otras personas responsables por el niño a dar efectividad a este derecho y, en caso de necesidad, proporcionarán asistencia material y programas de apoyo, particularmente con respecto a la nutrición, el vestuario y la vivienda”.

] 

El instrumento específico más importante es el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales[footnoteRef:7] (PIDESC) (ratificado por Argentina el 17 de abril de 1986 por ley N° 23.313); en su artículo 11 inc. 1 establece: [7:  Adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966. Entrada en vigor: 3 de enero de 1976.] 

“Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho…” 
El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales[footnoteRef:8] (Comité DESC), creado en 1985, supervisa la actuación de los Estados en relación a las obligaciones asumidas en el PIDESC. Revisa los informes, realiza preguntas y consultas sobre ellos y emite Observaciones Generales fijando los alcances del Pacto.  [8:  Se conforma por 18 expertos en la materia con un mandato de 4 años.
] 

La Observación General N° 4 sobre el derecho a una vivienda adecuada y la Observación General N° 7 sobre desalojos forzosos constituyen fuentes fundamentales para determinar el alcance y contenido de este derecho. 
	El art. 31.k de la Carta de la OEA (1948) reconoce “el derecho a una vivienda adecuada para todos los sectores de la población” y la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombres hace referencia a la vivienda en sus arts. 8, 11 y 23.
La Convención Americana o Pacto de San José de Costa Rica no reconoce en forma expresa los derechos económicos, sociales y culturales; el Protocolo Adicional de San Salvador incluye disposiciones en éste sentido.
3. ANTECEDENTES JURISPRUDENCIALES. 
	Un fuerte debate doctrinario y judicial se suscitó sobre las facultades del Estado Provincial en materia de vivienda y acerca de la constitucionalidad del art. 58 de la Constitución cordobesa y sus leyes reglamentarias.
En 2000 el Tribunal Superior de Justicia de Córdoba (TSJ)  declaró constitucional el art. 58 de la Constitución de Córdoba, en  autos "Banco del Suquía S.A. c. Tomassini, Juan Carlos", pero en 2002 la Corte Suprema de Justicia de la Nación (CSJN) falla en sentido contrario. El TSJ in re "Funes, Germán D. c. Pollizza, Aníbal Enrique y ot. s/rec. de casación"[footnoteRef:9], siguió a la CSJN, haciendo reserva de su postura. [9:  27/08/2002.
] 

[bookmark: docPosition1]En 2006 el TSJ, con nuevos argumentos, declara constitucional el art. 58  y la Ley N° 8067 en autos “Romero, Carlos Ernesto c/ Andrés Fabián Lema s/ desalojo - recurso de casación e inconstitucionalidad”, mientras que la CSJN reitera su posición el 23 de junio de 2009.
El TSJ nuevamente declaró la inconstitucionalidad en autos “Banco Río de la Plata c/ Rivarola de Quiroga, Elba Estela y otro”, “Chinchero, Mario y otro c/ Figueroa, José Agustín- PVE- Otros Títulos- Recurso de inconstitucionalidad" y en “Plan Rombo S.A. de Ahorro para fines determinados c. Arce, Fernando Walter y otro- Casación e inconstitucionalidad”, entre otros.
4. LA CONTROVERSIA EN TORNO A LAS FACULTADES DELEGADAS 
El cuestionamiento central al art. 58 se basa en que la provincia, al regular el derecho a la vivienda, invade las facultades expresamente delegadas al Estado nacional. 
El art. 67 inc. 11 de la Carta Magna (hoy 75 inc. 12) confía al Congreso nacional el dictado de los Códigos Civil, Comercial, Penal, de Minería y del Trabajo y la Seguridad Social. Así, constituiría una facultad exclusiva del Congreso la regulación de las materias de fondo.
La CSJN se funda en estos argumentos:
1- las relaciones entre acreedor y deudor sólo pueden ser objeto de la exclusiva legislación del Congreso de la Nación.
2- las provincias no ejercen el poder delegado a la Nación. [footnoteRef:10]  [10:  Banco del Suquía c. Tomassini, Juan C, Fallos 325:428, Considerando 9.] 

3- no puede postularse que toda norma dirigida a otorgar los beneficios de la seguridad social pertenecerá al derecho de la seguridad social.[footnoteRef:11]  [11:  Fallos 325:428, Considerando 10.] 

4- aunque la inembargabilidad de la vivienda fuera un tema exclusivo del derecho de la seguridad social, la legislación comprendida en un eventual código "del trabajo y seguridad social" es derecho común y ajeno a la competencia de los estados provinciales. [footnoteRef:12] [12:  Fallos 325:428, Considerando 12.] 

Por su parte, el TSJ afirma:
1- La vivienda única no puede mirarse exclusivamente como propiedad, sino también como derecho social garantizado concurrentemente por las normas constitucionales supranacionales, federales y locales. [footnoteRef:13] [13:  Auto Interlocutorio N° 108, 04/07/2006. “Romero, Carlos E. c/ Andrés F. Lema- Desalojo- Recursos de Casación e inconstitucionalidad”.] 

2- La norma de la Constitución cordobesa no contradice las normas federales, ya que la inembargabilidad es una medida de protección. [footnoteRef:14] [14:  TSJ, “Romero c/ Lema.”] 

3- La adecuación de la legislación interna al texto de las convenciones, puede ser cumplido por la jurisprudencia y no únicamente por la legislación forma,  conforme al art. 2° del Pacto de San José de Costa Rica. [footnoteRef:15] [15:  TSJ, Auto N° 163, 27/08/2002. "Funes, Germán D. c. Pollizza, Aníbal Enrique y ot. s/rec. de casación", voto de las Dras, Caffure de Battistelli y Tarditti.] 

4- Lo referido a la seguridad social y al desarrollo humano constituyen intereses superiores de la comunidad, que se encuentran por encima de los intereses individuales que regula el Código Civil, de los cuales el Estado, tanto Nacional como Provincial, no se desentiende.[footnoteRef:16]. [16:  TSJ, Sala Civil y Comercial, Auto Interlocutorio N° 368, 26/10/2009. “Chinchero, Mario y otro c/ Figueroa, José Agustín- PVE- Otros títulos”, voto de los Dres.  Rubio, Blanc de Arabel y García  Alloco.] 


5. EL DERECHO A LA VIVIENDA. SU TUTELA COMO DERECHO HUMANO.
El derecho a la vivienda es un derecho humano fundamental, inherente a la dignidad humana misma, y constituye un pre-requisito para el ejercicio efectivo de los demás derechos, debido a la conexidad e interdependencia entre los derechos humanos[footnoteRef:17]. Su tutela estatal es una obligación estatal ineludible.  [17:  OG N°4, O.N.U., Comité de DESC, Año 1991.] 

Pese a la recepción constitucional en Argentina del derecho a la vivienda, ha sido muy poco el avance legislativo en su protección integral y progresiva. En cumplimiento de los compromisos internacionales, cobra relevancia el art. 58 cordobés.
El derecho a la vivienda merece una lectura desde los derechos humanos y, especialmente, desde los derechos sociales, trascendiendo el análisis clásico y liberal de la doctrina mayoritaria efectuado desde el derecho de propiedad. Ambos derechos se relacionan íntimamente, pero no son equivalentes. Hoy el desafío es pensar el derecho a la vivienda más allá del derecho de propiedad y, en algunos casos, a pesar del derecho de propiedad atento su carácter de derecho social. Gerardo Pisarello propone “la desconstitucionalización” del carácter absoluto del derecho de propiedad privada[footnoteRef:18].  [18:  PISARELLO, GERARDO (2003),Ob. Cit., p. 94.] 

La Constitución Nacional, por su origen transaccional, contiene delegaciones expresas de las provincias a la Nación (art. 75 inc. 12), pero también otorga jerarquía constitucional a tratados de derechos humanos (art. 75 inc. 22, entre ellos el PIDESC). Ello debe interpretarse armónicamente, según reiterada jurisprudencia de la  CSJN[footnoteRef:19]. No puede afirmarse sin más que la regulación sobre inembargabilidad de la vivienda constituye materia de fondo delegada a la Nación, sino que debe analizarse la interrelación de esas disposiciones y de las responsabilidades internacionales de los diversos niveles estatales.  [19:   “Outón”, LL, 126-292; “Petric”, LL, 1998-C-284; “Chocobar”, JA, 1997-II-550; “Monges”, LL, 1997-C-143; entre otros. ] 

	Pisarello señala que incorporar tratados de derechos humanos al orden constitucional obliga al aplicador interno a conocer la interpretación hecha en sede internacional. La vulneración de estos derechos acarrea responsabilidad internacional  y la afectación de la constitución misma[footnoteRef:20]. Según el art. 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados[footnoteRef:21], un Estado no puede justificar el incumplimiento de un tratado invocando su derecho interno. [20:  PISARELLO, GERARDO (2003), Ob. Cit., pp. 55-56. ]  [21:  Del año 1969, vigente en Argentina por Ley 19.865 desde el año 1980.] 

El PIDESC además consagra en su art. 2 inc. 1) la obligación de adoptar medidas hasta el máximo de los recursos disponibles para lograr progresivamente la efectividad de los derechos reconocidos. De esto se deriva la obligación de no regresividad. 
El art. 58 de la Constitución de Córdoba fue incorporado en 1987, tras la ratificación del PIDESC en 1986, y debe interpretarse como una medida progresiva. Asimismo, la reforma de 1994 otorgó jerarquía constitucional a la prohibición de regresividad. Declarar luego la inconstitucionalidad del art. 58 constituye una medida judicial regresiva.
El Comité DESC ha manifestado que los estados federales deben cumplir con las obligaciones en todos sus niveles de descentralización[footnoteRef:22] y, según jurisprudencia de la CSJN, éste órgano es  ‘intérprete autorizado’ del PIDESC[footnoteRef:23]. La CSJN ha sostenido que: “En lo que concierne al modo de realización en estados de estructura federal, el propio Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas ha reconocido que dicha estructura exige que los cantones sean los responsables de ciertos derechos, pero también ha reafirmado que el gobierno federal tiene la responsabilidad legal de garantizar la aplicación del pacto “[footnoteRef:24].  [22:  CDESC (2006), Examen de los informes presentados por los Estados partes de conformidad con los Artículos 16 y 17 del Pacto, Observaciones Finales del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales: Canadá, E/C.12/CAN/CO/4, p. 35, 39 y 40; CDESC (2008), Examen de los informes presentados por los Estados partes de conformidad con los Artículos 16 y 17 del Pacto, Observaciones Finales del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales: India, E/C.12/IND/CO/5, p. 48.]  [23:  “Aquino” (CSJN, 2004, Fallos 327:3753); "Aerolíneas Argentinas" (CSJN, 2009, Fallos 332:170 ); "Torrillo" (CSJN, 2009, Fallos 332:709), "Álvarez c/ Cencosud" (CSJN,  2010, Fallos 333:2306) y "Q. C., S. Y." (CSJN, 2012, Q. 64. XLVI; RHE, considerando 10).]  [24:  Campodónico de Beviacqua, Ana Carina c/ Ministerio de Salud y Acción Social. Secretaría de Programas de Salud y Banco de Drogas Neoplásicas Fallos 323:3229, Consid. 19.] 


6. CONCLUSIONES
El art. 58 de la Constitución cordobesa y sus leyes reglamentarias son más tuitivas del derecho a la vivienda, de acuerdo a las obligaciones internacionales de Argentina. 
Se adopta un procedimiento sencillo para la publicidad, y se tutela la “vivienda única”, asiento del grupo familiar. Se profundiza la tutela prevista por la Nación, sin contradecirla. 
El debate no está cerrado. En mayo de 2013 entró en vigencia el Protocolo Facultativo del PIDESC- ratificado por Argentina en el año 2011-, que permite a personas o grupos comunicare violaciones a los derechos del PIDESC. El Comité puede, además de emitir observaciones al respecto, proponer soluciones amigables.
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